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1. La negociación colectiva 

En la práctica, el no respeto de los convenios de la OIT es preocupante. Un ejemplo de ello se relaciona con la negociación colectiva.

La firma de convenciones, pactos y cobertura de la contratación colectiva evolucionó de manera variable a lo largo de estos años. El mayor número de convenios colectivos correspondió a convenciones colectivas, 434, (69.1%), que son los que se celebran entre sindicatos y empresas. Le siguen los pactos colectivos, (en esta forma de contratación colectiva no participan los sindicatos), con 192 (30.57%), y en todo el año se presentaron sólo 2 contratos sindicales (0.31%).
La figura del “Pacto Colectivo” se ha establecido en la legislación colombiana supuestamente como una alternativa de “negociación” para los trabajadores no sindicalizados. Sin embargo, en la mayoría de los casos no representa una negociación real, sino que les es impuesto desde arriba, y muchas empresas  los utilizan como una estrategia antisindical. 

Sobre este aspecto ya se ha pronunciado el Comité de Libertad Sindical de la OIT, cuando subrayó que “la negociación directa entre la empresa y sus trabajadores por encima de las organizaciones representativas, cuando las mismas existen, puede en ciertos casos ir en detrimento del principio por el cual se debe estimular y fomentar la negociación colectiva entre empleadores y organizaciones de trabajadores”.
 

Aunque la mayor proporción de sindicalizados se encuentra hoy en el sector público, la mayor parte de las negociaciones se presentan en el sector privado, 581 que representan el 92.51% del total, frente a 47 que se dieron en el sector público, es decir, el 7.48%.

Quienes negocian en el sector público son los trabajadores oficiales de municipios, departamentos y empresas industriales y comerciales del Estado. La legislación colombiana introduce un principio de discriminación respecto a las funciones y derechos que puedan tener las organizaciones de los trabajadores del sector público en relación con el derecho a la contratación colectiva, al clasificarlos entre “Trabajadores Oficiales” y “Empleados Públicos”. 

El artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo establece que los sindicatos de empleados públicos no pueden presentar pliegos de peticiones ni celebrar  convenciones colectivas”. Esta disposición legal es contraria al Convenio 151 de la OIT de 1976, ratificado por el Congreso de la República a través de la ley 411 de 1997, que extiende el derecho de la contratación colectiva también a los empleados públicos, convenio que el Estado Colombiano sistemáticamente se niega a aplicar. 

Ejemplos de lo anterior lo constituye el sindicato de trabajadores de la Procuraduría General de la Nación, SINTRAPROAN, que presentó dos memoriales de solicitudes respetuosas, uno en abril de 2002 y otro en noviembre de 2004, ante los cuales se les ha argumentado la prohibición de presentar pliegos de peticiones en una anacrónica norma de 1951.

La mayor dinámica de la negociación colectiva la tienen los sindicatos de industria con el 53.75% de los casos, le siguen los sindicatos de empresa con el 14.21% y finalmente, los sindicatos gremiales con el 0.49%.

Gracias al empeño de los trabajadores organizados y a través de procesos de negociación con sus empleadores se han logrado algunos avances en términos de firma de convenios colectivos en algunos sectores. 

No obstante, la negociación colectiva sigue siendo marginal en Colombia. En el 2004 sólo 134.244 trabajadores y trabajadoras se beneficiaron de algún tipo de convenio colectivo de trabajo. 87.290 por convenciones colectivas, 46.842 por pactos colectivos y 110 por contrato sindical. Si a esta cifra le sumamos la cobertura del 2003 y la comparamos con la población ocupada, 17 millones 578 mil personas en el 2004, la contratación colectiva sólo benefició al 1.17% de esta población. 

Esta baja cobertura está relacionada con varios factores:

· La baja tasa de sindicalización (5.11%);

· La cultura y la práctica legal de sólo negociar a nivel de la empresa y excluir la posibilidad de acuerdos a nivel de rama o sector económico;

· Las políticas antisindicales implementadas desde el Estado y por el empresariado;

· La violencia contra los sindicalistas
;

· La existencia de una legislación laboral que restringe el derecho a la libertad sindical;

· La flexibilización en la contratación de trabajadores para reducir costos laborales, a través de la implementación de contratos a término fijo, la subcontratación a través de terceros, el uso de cooperativas de trabajo asociado  o de contratos civiles para eludir las obligaciones que entraña el contrato laboral;

· La figura del contrapliego y el procedimiento de los tribunales de arbitramento. 

Los empleadores -prevalidos al igual que los trabajadores de la facultad de manifestar la voluntad de dar por terminada una convención colectiva-, se han dado a la tarea de denunciar todos aquellos artículos que en una Convención significan algún tipo de beneficio superior a los mínimos establecidos por la ley, en la perspectiva de arrebatar conquistas logradas en negociaciones anteriores por los trabajadores.

Para los trabajadores es moral y éticamente inaceptable acceder a las solicitudes patronales. Por ello, los conflictos colectivos usualmente terminan en manos de un Tribunal de Arbitramento, que es el encargado de resolver en definitiva las diferencias entre las partes. La jurisprudencia emitida por la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, se encargó de finiquitar aquellos conflictos en los cuales empleadores o sindicatos solicitaban anular aquellos aspectos que del Laudo Arbitral considerasen contrarios a sus intereses.

Como prueba de ellos estan los conflictos en las siguientes empresas: Cruz Roja Colombiana / Aero-Industrias Leaver & Cía S.A. / Caja de Compensación Familiar Regional del Meta, COFREM / Corporación de Abastos de Bogotá S.A., CORABASTOS S.A. / Administración Distrital de Bogotá,D.C. / Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA / Supertiendas y Droguerías Olímpica S.A..
Se convocaron 97 tribunales de arbitramento en el 2003 y la mayoría de ellos (74) en el sector público, muchos de ellos convocados por sindicatos minoritarios  Para el 2004 se convocaron 64 tribunales de arbitramento y de ellos sólo hubo arreglo en 10 casos, es decir, el 15.62%. Estos tribunales se han constituido en otro de los obstáculos para el avance de la contratación colectiva. 

Adicionalmente, en muchas ocasiones la convocatoria a estos tribunales es utilizada como mecanismo de dilación por parte de las empresas, para presionar a los trabajadores a que se retiren del sindicato o a que acepten alternativas como el pacto colectivo, lo que implica también el abandono del sindicato y la desaparición de procesos reales de negociación colectiva.

2. La flexibilización de los derechos laborales 

En los últimos 20 años fueron aprobadas –sin respeto de las posiciones de las organizaciones sindicales ni real negociación con las mismas - una serie de leyes que han llevado a la flexibilización de las condiciones de trabajo.

Colombia ha ratificado 60 Convenios de la OIT, incluyendo a todos los Convenios fundamentales
. No obstante, una serie de leyes nacionales irrespetan estos Convenios
 y han tenido serias repercusiones en términos de avance de la pobreza y de la precariedad laboral. 
Sólo basta con mencionar la Ley 50 de 1990 que acabó con la estabilidad laboral, así como la reciente Ley 789, conocida como reforma laboral, que legalizó la flexibilización, la tercerización y desregulación laboral. Han desestabilizado aún más las relaciones capital-trabajo. A ellas se suma la Ley 617 del 2002, que ha reestructurado las entidades del Estado, atentando contra los trabajadores de dichas instituciones.
En este contexto se ha acrecentado la vinculación al empleo mediante cooperativas o supuestos contratos de prestación de servicios para acabar así con cualquier forma de organización de los trabajadores que pueda presentar resistencia a las políticas neoliberales de los detentadores del poder político y el poder económico en el país. Las ansias de ganancias desmesuradas de los empleadores los llevan a empobrecer a los trabajadores. 

Frente a estas políticas, el porcentaje de la población que goza de estabilidad laboral se ha reducido sustancialmente. La mayoría vive en la economía informal (11 millones de personas) o está desempleada (4 millones), lo cual significa en la realidad cotidiana que no tiene ningún ingreso. Tal situación permite comprender las razones que llevan al aumento de la delincuencia común y de la violencia, sea cual sea su rostro. De igual manera permite entender el incremento del trabajo infantil: 2,5 millones de niños trabajan hoy en Colombia.







3. El derecho de huelga

Todos los trabajadores tienen derecho a la huelga y sólo en algunas excepciones se puede restringir.

En Colombia no todos los trabajadores tienen derecho a la huelga. Las excepciones se extienden mas allá de los sectores definidos por la OIT. Excepcionalmente sólo el 2% de ellos la puede desarrollar.

No pueden declarar huelga legal:

a) Los no sindicalizados que son el 94% de los trabajadores del país,  porque: 

1. Los empleadores no permiten asociarse. 

2. No permiten la educación sindical. 

3. Pertenecen a actividades donde no puede operar la  sindicalización.

4. La ley imposibilita la sindicalización. 

b) De ese 6% de sindicalizados se deben excluir del derecho a la huelga los empleados públicos que son el 65% de la masa sindicalizada.

c) De ese 35% del 6% tampoco pueden irse a la huelga los sindicatos de trabajadores oficiales en empresas de servicios públicos esenciales.

d) Del reducido número que queda tampoco la pueden declarar los sindicatos minoritarios.

e) Quienes teniendo derecho a la huelga no hayan presentado pliego de peticiones

Muy pocas huelgas llegan efectivamente a realizarse. Cuando se dan, se producen muchos atropellos contra los trabajadores, incluyendo casos de amenazas de muerte, hostigamiento, etc.
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5. La reestructuración del Estado

Desde hace varios años está en curso el proceso de reforma del Estado, el cual se ha realizado sin la debida consulta de las organizaciones sindicales y cuando se dió, sin la justa consideración por sus proposiciones y con muchas situaciones en que se ha cercenado la libertad sindical. 

La liquidación de las empresas e instituciones del estado y las ‘reestructuraciones’ obedecen a destruir los derechos de asociación y negociación colectiva.

A título de ‘reestructurar el Estado’ se despiden a todos los trabajadores de las empresas e instituciones del Estado donde funcionan sindicatos y rigen convenciones colectivas de trabajo, para después revincular a la mayoría que no tengan antecedentes de activismo social, mediante contratos temporales, o de ‘prestación de servicios’ administrativos o   ‘civiles’ o ‘cooperativas’, o ‘contratos basura’ que no se rijan por el derecho laboral y ni siquiera permita el derecho de asociación laboral.

Pero en esta política de arrasamiento sindical no sólo han actuado los diversos gobiernos sino que el Congreso de la República la ha convertido en política oficial desde la expedición de la ley 617 de 2002 que ordena reducir el gasto de los Departamentos (provincias) y los municipios, despidiendo a la inmensa mayoría de sus empleados y trabajadores para darles una capacitación y posteriormente las entidades encargadas de la readaptación ”Así mismo, promoverán y fomentarán la creación de cooperativas de trabajo asociado conformado por el personal desvinculado” (inc. 3º art. 77 ley 617 de 2002). 

En las entidades descentralizadas donde florecía el sindicalismo y actuaba la negociación colectiva hoy funcionan muchas cooperativas de trabajo asociado en las que los trabajadores no tienen ninguno de los anteriores derechos y compiten en la rebaja de sus salarios para ser contratados.

Según la norma que rige ahora, cuando existan motivos de interés general que justifiquen la supresión de cargos en una entidad pública, es legítimo que el Estado lo haga, sin que pueda oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios ya que éstos deben ceder ante el interés general” (Corte Constitucional  - Sent. C-527 del 18 de noviembre de 1994  - Mag. Pon. Alejandro Martínez Caballero.)
De esta manera se viene “asesinando” organizaciones sindicales. Como prueba de ello esta la tasa de afiliación sindical, la cual se caracteriza por ser baja y en reducción. Apenas un 5% de la población activá esta afiliada a organizaciones sindicales.

Al ser despedidos los trabajadores, las organizaciones sindicales desaparecen. Coincidencialmente se desvinculan a los directivos sindicales y afiliados, y aún cuando la empresa subsista con otro nombre, no se tiene  en cuenta a los que eran afiliados al sindicato, actitud que demuestra la clara intención de aniquilar el movimiento sindical.

La OIT ha sido informada de esas famosas “reestructuraciones”, como sucedió en las entidades oficiales como Telecom, Inravisión, Audiovisuales. 

Las instituciones que prestaban servicios tan importantes a la población campesina también han sido liquidadas, como lo son Caja Agraria, INCORA, IDEMA, INAT, IMPA, FONDO, DRI. Mientras tanto se profundiza la pobreza en el campo. Se mantiene una desigual distribución de las tierras (incluyendo en manos de nuevos dueños como lo son los paramilitares o narcotraficantes). Se sigue asesinando de manera selectiva a los líderes campesinos que luchan por una mayor justicia social cuando quienes apoyan las políticas oficiales en materia agrícola tienden a recibir incentivos y apoyos en su labor.

Con igual nivel de gravedad se han reestructurado los ministerios con vocación social, siendo fusionados a pesar de sus competencias muy distintas el Ministerio de salud con el de trabajo. Las organizaciones sindicales colombianas han expresado de manera reiterada su rechazo a esta medida pero su punto de vista, si bien fue escuchado, no generó ningún cambio de actitud por parte de las autoridades. 
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7. La discriminación contra los directivos sindicales y los trabajadores sindicalizados

Ser dirigente sindical o afiliado a un sindicato no es fácil. La violencia diaria que conocen es el primer elemento que obstaculiza su labor. Se le suman otros discriminatorios que ponen de relieve la voluntad de muchos empleadores de impedir la existencia y el funcionamiento de las organizaciones sindicales (y junto con ello, la organización de los trabajadores de manera colectiva en sindicatos), como se viene dando en:

· En la Procuraduría General de la Nación, 

· Sindicato de Trabajadores Oficiales del SENA, SINTRASENA.
· Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Farmacéutica y Química, SINALTRAFARQUIM SECCIONAL BOGOTA.
· Sindicato Nacional de Trabajadores de las Entidades de la Cruz Roja en Colombia, SINTRACRUZROJA COLOMBIA
· Sindicato Nacional de Trabajadores de Supertiendas y Droguerías Olímpica S.A., SINTRAOLIMPICA SECCIONAL BOGOTA.
· Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Textil y la Confección, SINTRATEXCO Seccional Bogotá,D.C. 

· Asociación Nacional de Enfermeras Certificadas, ANDEC

· El sindicato de SINUTSERES 
· SINTRACOLECHERA

· Almacenes Exito

· Los sindicatos de varios hospitales
· Sobre el particular es importante poner de relieve la paradoja que existe entre la necesidad de garantizar servicios de salud de calidad y accesibles para todos (uno de los Objetivos del Milenio) y la realidad que viven y padecen los trabajadores colombianos. En paralelo a la reestructuración y privatización del sector de la salud se cercenan los derechos de quienes laboran en los distintos hospitales de la red pública: demora en el pago a los hospitales y en el pago de las remuneraciones; ausencia de otorgamiento de permisos sindicales; campañas negativas contra las organizaciones sindicales; irrespeto de las convenciones colectivas; promoción de cooperativas de trabajo asociado como  mecanismo alterno al de nombrar personal.

Para concluir este capítulo debemos señalar que los problemas antisindicales se producen a nivel del sector público, del sector privado, así como de la economía informal. En los últimos anos, las organizaciones sindicales colombianas han desarrollado ingentes esfuerzos para organizar a estos trabajadores pero se han conocido numerosos conflictos en los cuales el logro de acuerdos fue un proceso difícil, a veces imposible, hasta tal punto que es la fuerza y violencia de las autoridades publicas las que han prevalecido por encima del diálogo.

8. Pobreza, disparidades sociales y desempleo

La violencia en Colombia tiene en particular sus raíces en la situación social del país, la cual ha empeorado en los últimos años.

La pobreza y las disparidades sociales se han agudizado. Más del 50% de la pobreza vive debajo del umbral de pobreza. 

Hoy en día, la concentración de la riqueza se ha reforzado como resultado de la aplicación de un modelo irrespetuoso hacia los derechos sociales. En el campo, por ejemplo, el 1% de la población acapara más del 55% de las mejores tierras.
La canasta básica no cubre ni siquiera las necesidades más elementales de los trabajadores y el poder adquisitivo se deteriora cada vez más. Esta situación se relaciona con la ausencia de ajuste de la misma a la inflación así como con el desempleo, la falta de estabilidad laboral y la consecuente ausencia de cobertura de los trabajadores a través de convenciones colectivas. 

El 83% de la población económicamente activa recibe menos de dos salarios mínimos y con este nivel de ingreso no se puede ni siquiera adquirir la canasta básica (la misma corresponde a 2,4 salarios mínimos).

Cabe señalar de hecho que la gran mayoría de las negociaciones colectivas pactaron incrementos salariales que estuvieron por encima de la inflación causada en el año respectivamente anterior. Esto es muy positivo pero lamentablemente, un porcentaje cada vez menor (y sumamente bajo – menos del 2%) de trabajadores está amparado por convenciones colectivas.

9. La violencia en Colombia

La violencia en Colombia tiene más de un siglo y continúa… Durante los primeros cuatro meses del 2005, se han cometido  214
 casos de violaciones a la vida, a la libertad y a la integridad contra los trabajadores sindicalizados. Este cuadro lo ilustra:

Total de violaciones contra la vida, la libertad y la integridad

Trabajadores sindicalizados

1 de enero -20 de abril de 2005

	Tipo de violaciones 


	Número de casos 

	Amenazas de muerte 
	123

	Atentados 
	2

	Desplazamiento forzado
	6

	Detención arbitraria
	40

	Homicidios
	16

	Hostigamientos
	23

	Secuestro
	4

	Total
	214


Existe una correlación entre estas violaciones  y la existencia de conflictos laborales.

Cabe señalar además que la violencia sigue afectando de manera específica a los trabajadores del sector campesino, del sector de la educación, y crecientemente a las mujeres sindicalizadas.

La disminución de las cifras para estos meses del 2005, comparadas con las que se registraron en los años anteriores, es positiva pero la interpretación de esta disminución se debe enfocar de distintas maneras y con mucha cautela. 

En primer lugar, la violencia, sea cual sea su amplitud, es condenable. Ningún dirigente sindical, bajo ninguna circunstancia, debe morir por defender a los trabajadores. Además, esta evolución se da después de varios años de persecución al movimiento sindical, la cual ha dejado un saldo de muertos, de desaparición de sindicatos y de amedrentamiento de líderes. Finalmente, tomando en cuenta que sólo cubre los primeros cuatro meses, podemos afirmar que refleja un clima de persistente y preocupante atropello a la libertad sindical.

Paralelamente la seguridad personal de los sindicalistas y de sus familias en el contexto de conflictos laborales han ido adquiriendo un mayor nivel de riesgo. 

Los espacios de concertación  se  siguen cerrando y las relaciones con empresarios públicos y privados se han ido deteriorando gradualmente.

Una muestra de esta situación  fue lo ocurrido con el Banco cafetero –BANCAFE- en los primeros meses de este año, cuando el Gobierno Nacional  presentó al país una entidad reestructurada  sin sindicato, como su gran labor, creando como imaginario que una empresa sana  y fuerte es una empresa sin sindicato.

10. Conclusión

Sobre la base de este documento y en el marco de esta misión, el movimiento sindical colombiano, europeo e internacional expresa su esperanza que los gobiernos y empleadores de los Estados miembros de la Unión europea tomen todas las medidas destinadas a promover el respeto de los Convenios de la OIT en Colombia, permitiendo en particular un funcionamiento más eficiente de los mecanismos de supervisión de las normas internacionales del trabajo previstos por la OIT. 

Albergamos la esperanza que acojan de manera positiva este informe y que estén atentos a las posiciones avanzadas por las organizaciones sindicales del mundo durante la próxima conferencia anual de la OIT (Junio 2005). 
La libertad sindical es el fundamento de la democracia. Por ello, la libre organización de los trabajadores, la expresión de su opinión a través de sus organizaciones sindicales sin presiones de ninguna índole y el derecho a la vida son elementos esenciales para la paz y el desarrollo de un pueblo.
�





Confédération Mondiale du Travail


Confederación Mundial del Trabajo


World Confederation of Labour


- rue de Trèves 33 - 1040 Brussels – Belgium -


� HYPERLINK "mailto:info@cmt-wcl.org" ��info@cmt-wcl.org�     � HYPERLINK "http://www.cmt-wcl.org" ��http://www.cmt-wcl.org�


+32 2 285 47 00     fax +32 2 230 87 22








� INCLUDEPICTURE "F:\\CISLLogo.gif" \* MERGEFORMATINET ���





Confédération Internationale des Syndicats Libres


Confederación Internacional de Organizaciones Sindicales Libres


International Confederation of Free Trade Unions


- boulevard du Roi Albert II, 5 bte 1, 1210Brussels – Belgium


� HYPERLINK "mailto:internetpo@icftu.org" ��internetpo@icftu.org�  http://www.icftu.org


+32 2 224 02 11     fax +32 2 201 58 15














�








�





� INCLUDEPICTURE "http://www.cgtcolombia.org/logocgt.jpg" \* MERGEFORMATINET ���





�





� INCLUDEPICTURE "http://www.cgtcolombia.org/logocgt.jpg" \* MERGEFORMATINET ���








�











CTC ..








� Recopilación de principios y decisiones del Comité de Libertad Sindical.  Párrafo 786. 1996.


� En el 2004 se presentaron un total de 688 casos de violaciones a la vida, a la libertad y a la integridad de trabajadores y trabajadoras sindicalizados en Colombia, de este total el 13.66%, 94 casos, correspondió a homicidios. Ver Informe sobre la violación a los derechos humanos de los sindicalistas colombianos,. Enero 1º.. 31 de diciembre de 2004 Área de Derechos Humanos y Laborales de la ENS.


� Cabe indicar no obstante que si bien se expidió la Ley 702, aún no estamos informados si se ha ejecutado el depósito ante el Director de la OIT.





� Los expertos de la OIT se han pronunciado al respecto en estos últimos años.


� Cabe indicar no obstante que si bien se expidió la Ley 702, aún no estamos informados si se ha ejecutado el depósito ante el Director de la OIT.





� Los expertos de la OIT se han pronunciado al respecto en estos últimos años.


� Recopilación de principios y decisiones del Comité de Libertad Sindical.  Párrafo 786. 1996.


� En el 2004 se presentaron un total de 688 casos de violaciones a la vida, a la libertad y a la integridad de trabajadores y trabajadoras sindicalizados en Colombia, de este total el 13.66%, 94 casos, correspondió a homicidios. Ver Informe sobre la violación a los derechos humanos de los sindicalistas colombianos. Enero 1º.. 31 de diciembre de 2004 Área de Derechos Humanos y Laborales de la ENS.


� Estos datos poseen  un carácter provisional. Con la depuración en el transcurso del año, las cifras en su consolidación presentarán aumentos en algunas violaciones.
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